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PENSIÓN INVALIDEZ / EL DICTAMEN MÉDICO EXPEDIDO POR LAS JUNTAS DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ / RETROACTIVO / FECHA DE ESTRUCTURACIÓN / NIEGA / CONFIRMA - Ahora, el 25 de octubre de 2012 se le realizan examen de rayos x de caderas comparativas, en el que se evidencia que la cadera izquierda del paciente no presenta alteraciones, mientras que la cadera derecha muestra luxación de la prótesis, lo que genera intervención quirúrgica el 26 de noviembre de 2013, acortándosele 2 centímetros el miembro inferior derecho, que ocasiona limitación y dolor de cadera derecha.

Nótese que hasta ese momento, el señor José Gabriel Gómez Quintero no tenía problemas para caminar, ya que como en el mismo dictamen se registra, después de las cirugías en las que se reemplazaron ambas caderas, su marcha siguió realizándose sin ayuda de aditamentos como bastón, es decir, sus problemas para caminar se presentaron a partir del 26 de noviembre de 2013 cuando se le acortó el miembro inferior derecho en 2 centímetros, situación que precisamente se ve reflejada en la calificación de las deficiencias, en las que se determinó una deficiencia para caminar del 29.90%, restricción de movilidad en la articulación coxofemoral derecha del 4% y acortamiento de extremidad inferior calificada con un 0.40%, lo cual generó una deficiencia del 30.78%, que sumada a la minusvalías y discapacidades generan un 53.13% de PCL.

Lo expuesto permite concluir que la invalidez del señor José Gabriel Gómez Quintero no se presentó -como lo dictaminó la Junta Nacional de Calificación de Invalidez- el 26 de agosto de 2003 cuando sufrió el accidente de tránsito en el que se vieron comprometidas gravemente sus caderas, pues como quedó acreditado después de que se le realizaran los correspondientes reemplazos él recuperó su funcionalidad, al punto que según la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.50 a 52- continuó vinculado laboralmente con el señor José Julián Quintero Gutiérrez hasta el 1º de enero de 2005, sin que su historial se vean registros de incapacidades durante esos periodos, ni con posterioridad. De allí que resulte sostenible, como lo hizo la Junta de Calificación Regional de Invalidez, que la invalidez solo vino a estructurarse el 26 de noviembre de 2013, cuando luego de intervenido quirúrgicamente por la luxación que presentó la prótesis de la cadera derecha, se le generaron las limitaciones que se describieron en precedencia.

Adicionalmente no puede pasarse por alto que tal y como se refirió anteriormente, el señor José Gabriel Gómez Quintero después de las cirugías practicadas en razón del accidente de tránsito sufrido el 26 de agosto de 2003, no evidenció inconvenientes serios de salud que hubieren implicado alejarse definitivamente de la fuerza laboral, pues como se muestra en la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.50 a 52-, después de ese evento continuó vinculado laboralmente con el señor José Julián Quintero Gutiérrez hasta el 1º de enero de 2005, esto es, siguió activo como conductor (actividad que ejecuta según lo informado en los antecedentes laborales de la calificación de PCL) formalmente vinculado al sistema general de pensiones durante 1 año 4 meses y 5 días después de acontecido el accidente de tránsito; al punto que, en documento remitido por la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud –fls.14 a 19 del cuaderno de 2ª instancia- se informa que el accionante no reclamó prestaciones económicas por ese evento y adicionalmente certifica que él se afilió al régimen contributivo el 1º de enero de 2016, lo que pone de presente que el actor se encuentra activo en la fuerza laboral y por ende no ha perdido su capacidad para trabajar.

Es que, a título de indicio, puede considerarse válidamente que si el actor hubiere perdido la capacidad para laborar desde el 26 de agosto de 2003, no solamente se habrían reportado incapacidades por parte de la EPS a la que estaba afiliado -independientemente si tenía derecho o no al pago del subsidio por incapacidad- sino que habría también iniciado en esa época los trámites que permitieran definir el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral, el origen y la fecha de estructuración de la invalidez, a efectos de reclamar el derecho pensional. Sin embargo –y ello resulta inexplicable- solo se pidieron las valoraciones médicas con posterioridad al 26 de noviembre de 2013, más exactamente el 31 de julio de 2014 cuando, según el dictamen de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez –fls.70 a 74- fue resuelta en primera instancia la solicitud de calificación de invalidez elevada por el actor;  situación que, se itera, genera un indicio de que la invalidez del actor no se estructuró desde el día en que sufrió el accidente de tránsito en el año 2003, sino muchos años después. 

Así las cosas, como realmente la fecha de estructuración de la invalidez del señor José Gabriel Gómez Quintero se estructuró el 26 de noviembre de 2013, le correspondía demostrar al actor que dentro de los tres años anteriores tenía cotizadas por lo menos 50 semanas al sistema general de pensiones, sin embargo, como se ve en la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.50 a 52- en ese lapso el afiliado no tiene semanas cotizadas al mencionado sistema; lo que, al interior de la jurisdicción ordinaria implica que no había lugar a reconocer la pensión de invalidez.

El anterior análisis era necesario, no porque en el presente asunto esté en discusión el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, pues dicha prestación fue reconocida voluntariamente por Colpensiones y en las condiciones que esa misma entidad estableció en la resolución Nº GNR 317286 de 15 de octubre de 2015, sin que sea dable disponer su modificación o revocatoria en este proceso, pues no es este el objeto del mismo; sino porque el tema propuesto en este ordinario laboral, esto es, el concerniente a la viabilidad del retroactivo pensional solicitado, está relacionado directamente con la verificación de la fecha en que se estructuró la pérdida de la capacidad laboral, y como la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral permite el análisis del contenido de los dictámenes emitidos por las Juntas de Calificación de Invalidez al concluir que los mismos no son intocables y que su contenido no obliga al Juez, necesario era efectuar ese análisis en aras de establecer si había lugar o no a acceder al retroactivo pensional, toda vez que el dictamen emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez no obedece a la realidad observada en este caso, como ya se hizo mención precedentemente, al punto que para el 1º de enero de 2016 el señor Gómez Quintero se vincula nuevamente al sistema productivo.
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MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, treinta y uno de enero de dos mil dieciocho, siendo las tres y quince minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor JOSÉ GABRIEL GÓMEZ QUINTERO en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 29 de septiembre de 2016, dentro del proceso que le promueve a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2016-00048-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor José Gabriel Gómez Quintero que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le pague el retroactivo pensional causado desde el 26 de agosto de 2003 hasta el 30 de noviembre de 2015 y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y cancelar las mesadas de la pensión de invalidez causadas en ese periodo, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Refiere que: El 25 de marzo de 2015 fue calificado por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, quien dictaminó que tenía una PCL del 53.13% de origen común, estructurada el 26 de agosto de 2003; el 27 de julio de 2015 elevó solicitud de reconocimiento de la pensión de invalidez, la cual fue otorgada a través de la resolución Nº GNR 317286 de 15 de octubre de 2015, pero desde el 1º de noviembre de 2015; el 29 de octubre de 2015 interpuso recurso de apelación solicitando el reconocimiento del retroactivo pensional, pero en resolución Nº VPB 76639 de 31 de diciembre de 2015 fue confirmada la decisión inicial; según certificado emitido por Asmet Salud EPS-S, a él no se le han cancelado incapacidades.

Al contestar la demanda –fls.45 a 49- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó los hechos relacionados anteriormente, menos el concerniente con la certificación de Asmet Salud EPS, respecto del cual expresó que no le constaba. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Deber del demandante de demostrar los supuestos de hecho” y “Prescripción”.

En sentencia de 29 de septiembre de 2016, la funcionaria de primer grado determinó que el señor José Gabriel Gómez Quintero no demostró, como lo afirmó en la demanda, que la EPS Asmet Salud EPS había certificado que no se le había cancelado subsidio por incapacidad entre la fecha de estructuración de la invalidez y el 30 de noviembre de 2015, siendo carga suya demostrar los supuestos de hecho en los que sustenta sus pretensiones; razón por la que absolvió a la Administradora Colombiana de Pensiones de las incoadas por el actor.

Inconforme con la decisión, el señor José Gabriel Gómez Quintero interpuso recurso de apelación argumentando que la carga de la prueba en este tipo de casos en los que se debe tener certeza sobre el pago de incapacidades, le corresponde a la Administradora Colombiana de Pensiones, quien como integrante del sistema de seguridad social integral tiene la posibilidad de consultar institucionalmente las bases de datos de las otras entidades que conforman este sistema y en consecuencia obtener la información idónea para establecer si a uno de sus afiliados se le han cancelado o no incapacidades.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Acreditó el señor José Gabriel Gómez Quintero el lleno de los requisitos para que se le reconociera la pensión de invalidez?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

EL DICTAMEN MÉDICO EXPEDIDO POR LAS JUNTAS DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ.

El artículo 41 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 52 de la Ley 962 de 2005, dispone un procedimiento especial para la calificación del estado de invalidez y asigna esta competencia a un conjunto de entidades determinadas, dentro de las que se destacan las Juntas de Calificación de Invalidez.  

Según las voces del Decreto 2463 de 2001, las juntas de Calificación de Invalidez son organismos privados de origen legal, conformados por un grupo de profesionales interdisciplinarios, cuya competencia legal es valorar y conceptuar, con criterios técnicos y científicos, sobre el origen, grado y fecha de estructuración, del estado de pérdida de la capacidad laboral, entre otras, de las personas que se encuentran vinculadas al Sistema de Seguridad Social Integral.

Estos organismos se encuentran jerarquizados para el cumplimiento de su actividad, existiendo por un lado, a nivel territorial, las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez, que determinan la PCL de la persona en primera instancia, y por otro, un ente de carácter central y unificador de los criterios dados por éstas, denominado Junta Nacional de Calificación de Invalidez, que tiene competencia en segunda instancia para conocer y resolver las controversias planteadas contra aquellos dictámenes. 

No obstante lo expuesto, la Sala de Casación Laboral en sentencia CSJ SL, del 19 de oct. de 2006, rad.29622, reiterada en la SL 16374 de 4 de noviembre de 2015 radicación Nº 53986, ésta última con ponencia del Magistrado Luis Gabriel Miranda Buelvas, sostuvo que los dictámenes emitidos por las Juntas de Calificación de Invalidez no son intocables, es decir, que su contenido no obliga al Juez, conclusión que relató en los siguientes términos:

“Por otra parte, la circunstancia de que la Junta Nacional actúe como órgano de segunda instancia para resolver las reclamaciones formuladas por los interesados contra las evaluaciones de las juntas regionales, no necesariamente su concepto obliga al juez. De no ser así, ciertamente carecería de sentido la intervención de la jurisdicción laboral simplemente para dar un aval al pronunciamiento de un ente que, tal cual lo reconoce la censura, no tiene la potestad del Estado para “decidir” el derecho.”.

Y posteriormente indicó:

“Cuando en casos como en el que ocupó a la Sala en esa oportunidad, se planteó una manifiesta contradicción de la valoración médica sobre el nivel de la incapacidad entre las juntas de calificación que intervinieron para tal efecto, la Corte no tuvo duda sobre el carácter discutible del punto y la plena competencia de los jueces para establecer, también por medios técnico-científicos el verdadero grado de invalidez del afectado. Con mucha más razón cuando se trata del señalamiento de la fecha en que se estructura la invalidez, porque no en todos los casos se podrá inferir tal data de una prueba infalible e incontrastable y, por lo mismo, incontrovertible, como sería lo ideal. Para la muestra un botón: En el sub examine, el Tribunal consideró contraevidente e ilógico que una persona haya laborado durante varios años ejerciendo actividades de vendedor y la Junta de Calificación de Invalidez desconozca esa realidad, dejando de lado el material probatorio que tuvo a su disposición y sin que ameritara un pronunciamiento al respecto, y se dictamine que la invalidez se produjo en la infancia temprana, muchísimos años antes del despliegue de una vida laboral, esa sí demostrada fehacientemente.”.

EL CASO CONCRETO

Razón le asiste al recurrente cuando afirma que no se le puede atribuir la carga probatoria de acreditar la carencia de auxilios por incapacidad toda vez que ésta –la carga probatoria- corresponde a Colpensiones respecto a la percepción de auxilios recibidos por este concepto, por lo que esa no podía ser la razón para negar el retroactivo; sin embargo, la Sala mayoritaria mantendrá esa decisión por las siguientes razones.

Para reconocer la pensión de invalidez al señor José Gabriel Gómez Quintero por medio de la resolución Nº GNR 317286 de 15 de octubre de 2015 –fls.22 a 24- la Administradora Colombiana de Pensiones se apoyó en el dictamen Nº 10106212 de 25 de marzo de 2015 emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, en el que estableció que la invalidez del demandante del 53.13% de origen común determinada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, no se había estructurado el 26 de noviembre de 2013, como lo había definido la Junta Regional de Calificación de Invalidez, sino el 26 de agosto de 2003.

En efecto, al observar el documento en el que se plasma el dictamen emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez –fls.70 a 74- se evidencia que esa entidad modifica la fecha de estructuración determinada por la Junta Regional de Invalidez de Risaralda y la fija para el 26 de agosto de 2003; situación ésta que permitió al señor José Gabriel Gómez Quintero acceder al derecho al acreditar la densidad de semanas exigidas en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993.

Ahora bien, en orden a determinar la viabilidad de otorgar el retroactivo reclamado en este proceso, corresponde, con base en las pruebas recaudadas, establecer la fecha en que se estructuró la pérdida de la capacidad laboral que abre paso a la prestación.

Para el efecto, dando aplicación a lo enseñado por la Sala de Casación Laboral en las sentencias relacionadas precedentemente, al analizar los dictámenes que obran en el expediente, considera la Sala que la fecha fijada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda es la que más se acompasa a la realidad observada y por ello no debió ser modificada por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez.

Sirva para explicar la anterior conclusión, las siguientes precisiones: 

Según los documentos que sirvieron de base para emitir los dos conceptos expedidos por las Juntas de Calificación de Invalidez en el caso del señor Gómez Quintero y que se encuentran relacionados en el dictamen emitido el 25 de marzo de 2015 –fls.70 a 74-, el actor sufrió un accidente de tránsito el 26 de agosto de 2003 que produjo lesión grave de caderas, motivo que llevó a que fuera intervenido quirúrgicamente y se le hiciera reemplazo de ambas caderas, intervenciones éstas que se le practicaron en diciembre de 2004 y en el año 2005 respectivamente; reemplazándosele nuevamente la cadera derecha en el año 2008.

En las consideraciones del dictamen, se indica que después de esas intervenciones el señor Gómez Quintero tuvo una buena evolución, al punto que le ha permitido caminar sin la ayuda de aditamentos como bastón.

Ahora, el 25 de octubre de 2012 se le realizan examen de rayos x de caderas comparativas, en el que se evidencia que la cadera izquierda del paciente no presenta alteraciones, mientras que la cadera derecha muestra luxación de la prótesis, lo que genera intervención quirúrgica el 26 de noviembre de 2013, acortándosele 2 centímetros el miembro inferior derecho, que ocasiona limitación y dolor de cadera derecha.

Nótese que hasta ese momento, el señor José Gabriel Gómez Quintero no tenía problemas para caminar, ya que como en el mismo dictamen se registra, después de las cirugías en las que se reemplazaron ambas caderas, su marcha siguió realizándose sin ayuda de aditamentos como bastón, es decir, sus problemas para caminar se presentaron a partir del 26 de noviembre de 2013 cuando se le acortó el miembro inferior derecho en 2 centímetros, situación que precisamente se ve reflejada en la calificación de las deficiencias, en las que se determinó una deficiencia para caminar del 29.90%, restricción de movilidad en la articulación coxofemoral derecha del 4% y acortamiento de extremidad inferior calificada con un 0.40%, lo cual generó una deficiencia del 30.78%, que sumada a la minusvalías y discapacidades generan un 53.13% de PCL.

Lo expuesto permite concluir que la invalidez del señor José Gabriel Gómez Quintero no se presentó -como lo dictaminó la Junta Nacional de Calificación de Invalidez- el 26 de agosto de 2003 cuando sufrió el accidente de tránsito en el que se vieron comprometidas gravemente sus caderas, pues como quedó acreditado después de que se le realizaran los correspondientes reemplazos él recuperó su funcionalidad, al punto que según la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.50 a 52- continuó vinculado laboralmente con el señor José Julián Quintero Gutiérrez hasta el 1º de enero de 2005, sin que su historial se vean registros de incapacidades durante esos periodos, ni con posterioridad. De allí que resulte sostenible, como lo hizo la Junta de Calificación Regional de Invalidez, que la invalidez solo vino a estructurarse el 26 de noviembre de 2013, cuando luego de intervenido quirúrgicamente por la luxación que presentó la prótesis de la cadera derecha, se le generaron las limitaciones que se describieron en precedencia.

Adicionalmente no puede pasarse por alto que tal y como se refirió anteriormente, el señor José Gabriel Gómez Quintero después de las cirugías practicadas en razón del accidente de tránsito sufrido el 26 de agosto de 2003, no evidenció inconvenientes serios de salud que hubieren implicado alejarse definitivamente de la fuerza laboral, pues como se muestra en la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.50 a 52-, después de ese evento continuó vinculado laboralmente con el señor José Julián Quintero Gutiérrez hasta el 1º de enero de 2005, esto es, siguió activo como conductor (actividad que ejecuta según lo informado en los antecedentes laborales de la calificación de PCL) formalmente vinculado al sistema general de pensiones durante 1 año 4 meses y 5 días después de acontecido el accidente de tránsito; al punto que, en documento remitido por la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud –fls.14 a 19 del cuaderno de 2ª instancia- se informa que el accionante no reclamó prestaciones económicas por ese evento y adicionalmente certifica que él se afilió al régimen contributivo el 1º de enero de 2016, lo que pone de presente que el actor se encuentra activo en la fuerza laboral y por ende no ha perdido su capacidad para trabajar.

Es que, a título de indicio, puede considerarse válidamente que si el actor hubiere perdido la capacidad para laborar desde el 26 de agosto de 2003, no solamente se habrían reportado incapacidades por parte de la EPS a la que estaba afiliado -independientemente si tenía derecho o no al pago del subsidio por incapacidad- sino que habría también iniciado en esa época los trámites que permitieran definir el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral, el origen y la fecha de estructuración de la invalidez, a efectos de reclamar el derecho pensional. Sin embargo –y ello resulta inexplicable- solo se pidieron las valoraciones médicas con posterioridad al 26 de noviembre de 2013, más exactamente el 31 de julio de 2014 cuando, según el dictamen de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez –fls.70 a 74- fue resuelta en primera instancia la solicitud de calificación de invalidez elevada por el actor;  situación que, se itera, genera un indicio de que la invalidez del actor no se estructuró desde el día en que sufrió el accidente de tránsito en el año 2003, sino muchos años después. 

Así las cosas, como realmente la fecha de estructuración de la invalidez del señor José Gabriel Gómez Quintero se estructuró el 26 de noviembre de 2013, le correspondía demostrar al actor que dentro de los tres años anteriores tenía cotizadas por lo menos 50 semanas al sistema general de pensiones, sin embargo, como se ve en la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.50 a 52- en ese lapso el afiliado no tiene semanas cotizadas al mencionado sistema; lo que, al interior de la jurisdicción ordinaria implica que no había lugar a reconocer la pensión de invalidez.

El anterior análisis era necesario, no porque en el presente asunto esté en discusión el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, pues dicha prestación fue reconocida voluntariamente por Colpensiones y en las condiciones que esa misma entidad estableció en la resolución Nº GNR 317286 de 15 de octubre de 2015, sin que sea dable disponer su modificación o revocatoria en este proceso, pues no es este el objeto del mismo; sino porque el tema propuesto en este ordinario laboral, esto es, el concerniente a la viabilidad del retroactivo pensional solicitado, está relacionado directamente con la verificación de la fecha en que se estructuró la pérdida de la capacidad laboral, y como la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral permite el análisis del contenido de los dictámenes emitidos por las Juntas de Calificación de Invalidez al concluir que los mismos no son intocables y que su contenido no obliga al Juez, necesario era efectuar ese análisis en aras de establecer si había lugar o no a acceder al retroactivo pensional, toda vez que el dictamen emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez no obedece a la realidad observada en este caso, como ya se hizo mención precedentemente, al punto que para el 1º de enero de 2016 el señor Gómez Quintero se vincula nuevamente al sistema productivo.

En el anterior orden de ideas, se confirmará la decisión proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, pero por las razones expuestas en este proveído.

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral No 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida, pero por las razones expuestas en esta proveído.

SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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